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I. Introducción
	
En el marco de los intentos 
para reformar nuestra Car-
ta Magna local, cuya última 
reforma nos remonta al año 
1962, nos ha parecido opor-
tuno detenernos en un con-
ciso y concreto punto que 
abordan dos de los proyec-
tos hasta ahora presentados 
en la Legislatura cuando se 
persigue dar andamiaje al 
proceso de reforma: la supre-
sión de la competencia ori-
ginaria de la Corte Suprema 
de Justicia para intervenir en 
los juicios de expropiación 
en los cuales la Provincia de 
Santa Fe fuera parte.  

A los fines de analizar en este 
eje los proyectos se nos ha 
presentado como pertinen-
te comenzar por escudriñar 
la norma que se busca cam-
biar, luego formular un so-
mero repaso por el resto de 
las jurisdicciones nacionales 
en relación al punto, para 
después imaginar un sucinto 
balance del estado de cosas 

hasta hoy, así como augurar 
posibles corolarios que po-
drían presentarse en un fu-
turo. Todo ello recordando, 
siempre, el especial instituto 
en análisis que debe ilumi-
nar todo intento de reflexión, 
es decir, la expropiación por 
causa de utilidad pública.

II. La normativa vigente

La Constitución de la Provin-
cia de Santa Fe hoy vigente 
establece en su Sección Quin-
ta un Capítulo Único que tiene 
por norte regular los grandes 
rasgos del diseño institucio-
nal del Poder Judicial. En el 
artículo 93, a su vez, se regu-
lan las competencias propias 
de la Corte Suprema, es decir, 
del máximo órgano cabeza 
del Poder Judicial local, y en 
un abanico de nueve incisos 
se detalla aquellos casos en 
los cuales a la Corte Suprema 
le compete, “exclusivamente”, 
el conocimiento y resolución 
de ciertos conflictos.  En el 
inciso 3 se dispone, en con-
creto, que al órgano cúspide 

le compete entonces el cono-
cimiento y resolución de “Los 
juicios de expropiación que 
promueva la Provincia” (art. 
93, inc. 3, C.P.).

III. Los cambios 
propuestos
	
Frente a ello se han alzado 
dos proyectos que buscan, 
en esencia, la supresión del 
artículo que dispone la com-
petencia originaria y exclu-
yente de la Corte Suprema 
de Justicia cuando la Provin-
cia de Santa Fe es parte a la 
hora de expropiar.

Por un lado, el proyecto que 
encabeza el Sr. Diputado José 
Corral, dentro del objetivo 
que se titula “modernización 
del Poder Judicial”, busca “Eli-
minar las siguientes compe-
tencias originarias y exclusi-
vas de la Corte Suprema de 
Justicia: la materia contencio-
so administrativa, la materia 
de expropiación y los juicios 
de responsabilidad civil con-
tra los magistrados judicia-
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les, las que serán asignadas 
a los tribunales inferiores de 
acuerdo a la ley que se dicte 
en consecuencia. Asimismo, 
la ley podrá ampliar la com-
petencia jurisdiccional de la 
Corte Suprema de Justicia”. A 
tal efecto se propone, en sín-
tesis, “eliminar el inciso 2°, 3º 
y 7° del artículo 93 e incorpo-
rar un nuevo inciso”.

Por otro lado, en términos 
muy similares, el proyecto que 
presentara el Sr. Diputado Joa-
quín Blanco propone decla-
rar necesaria la reforma par-
cial de la Constitución de la 
Provincia “con la finalidad de 
suprimir la competencia ori-
ginaria de la Corte Suprema 
de Justicia en materia conten-
ciosa-administrativa, juicios 
de expropiación, y juicios de 
responsabilidad civil contra 
magistrados judiciales e in-
corporar otros supuestos de 
competencia originaria” (art. 
1, aparatado f.5).

En ambos escenarios la mo-
dificación, de prosperar, de-

bería significar una reforma a 
la Ley Orgánica de Tribunales 
de la Provincia de Santa Fe, 
en tanto en su artículo 18 dis-
pone, en el mismo sentido, 
que corresponde a la Corte 
Suprema el conocimiento de 
los juicios de expropiación 
promovidos por la Provincia 
(art. 18, inc. A, Ley 10.160).	
	
IV. La cuestión en 
el Derecho Público 
doméstico

Pues bien, a la hora de ana-
lizar el avance de reforma 
un juicio prudente y sereno 
aconsejaría detenerse, así sea 
someramente, en el Derecho 
Público local de los demás Es-
tados que componen nuestro 
Derecho Federal, al sólo efec-
to de dilucidar si la compe-
tencia originaria del Máximo 
Tribunal en juicios de expro-
piación resulta una tendencia 
dominante, un lugar común en 
el derecho público provincial 
comparado, asimilada por los 
operadores del Derecho; o si, 
en cambio, la norma en crisis 

aparece como una rara avis 
en tierras locales.

Para empezar cabe afirmar 
que prácticamente ningu-
na Constitución provincial 
vigente hoy en día ordena 
que el Máximo Tribunal en-
tienda originariamente en 
supuestos de expropiación.

Aclarado ello, lo cierto es 
que las diversas legislacio-
nes que componen el mosai-
co de derecho público pro-
vincial tampoco atribuyen 
competencia originaria a las 
Cortes Supremas o Tribuna-
les Superiores de Provincia 
para entender de modo ori-
ginario y exclusivo en los 
procesos expropiatorios.

Por el contrario, las leyes lo-
cales suelen aludir a la com-
petencia del “Juez de Primera 
Instancia”, tal como sucede 
en La Pampa (Ley N° 908, Art. 
25), por lo general con com-
petencia “en lo civil y comer-
cial”,  tal como se legisla en 
la Provincia de San Juan (Ley 
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5639, Art. 21), en la Provincia 
de Chaco (Ley N° 2289, art. 
23), o en la Provincia de Misio-
nes (Ley IV, N° 14, Art. 21), sin 
perjuicio de leyes que atri-
buyen también competencia 
a la primera instancia de un 
modo indirecto al aludir en 
singular “al juez”, como su-
cede en Santiago del Estero 
(Ley N° 4630, arts. 19, 20 y 23), 
en la Provincia de Corrientes 
(Ley N° 1487, Arts. 20 y 26), en 
la Provincia de Entre Ríos (Ley 
N° 6467, arts. 10 y 17), en la 
Provincia de Córdoba (Ley N° 
6394, Art. 20), o en la Provin-
cia de Santa Cruz (Ley N° 21, 
Art. arts. 11 y 17). La Provincia 
de Mendoza alude sin más a 
la competencia de los “jueces 
civiles” (Ley N° 1447, Art. 20).

Asimismo, siempre en la inte-
ligencia relativa a que en los 
juicios de expropiación debe-
rá entender el juez de primera 
instancia, existen algunas ju-
risdicciones, como Jujuy (Ley 
3008, art.  36, texto modificado 
por Ley 5607) , o Buenos Aires 
(Ley 12008, luego de la refor-

ma de la ley 13101, Art. 2, inciso 
9), que han mutado desde una 
redacción original en la cual 
debían entender los jueces de 
primera instancia “en lo civil 
y comercial” a una redacción 
más moderna según la cual 
deben entender, en suma, los 
jueces o Tribunal “en lo con-
tencioso administrativo”.

De este modo, un efímero pa-
norama de la cuestión en el 
resto de las jurisdicciones ar-
gentinas permite concluir que 
la competencia originaria y 
exclusiva del Máximo Tribunal 
para entender en el juicio ex-
propiatorio dista, y por lejos, 
de ser la regla. Por el contrario, 
prácticamente no existen pro-
vincias en las cuales la deman-
da de expropiación no tramite, 
al menos en sus inicios, ante 
una primera instancia.

En el campo del derecho fe-
deral la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación no fue 
ni ha sido competente en 
instancia originaria para tra-
mitar juicios en que el Esta-

do Argentino fuera el sujeto 
expropiante1. Por el contra-
rio, durante la vigencia de la 
Ley 13.264 las acciones ex-
propiatorias se ejercitaban 
ante los jueces federales con 
jurisdicción en lo civil y co-
mercial, aunque, como expli-
ca Maiorano2,  actualmente 
la Ley 21.499 ha innovado al 
disponer la intervención de 
los jueces federales con ju-
risdicción en lo contencioso 
administrativo, lo que obe-
dece a la naturaleza jurídica 
que la doctrina y la jurispru-
dencia le reconocen a la ex-
propiación. Volveremos so-
bre este último punto.

V. Luces y sombras del 
sistema vigente

En Santa Fe, por el contra-
rio, la cuestión de la com-
petencia para entender en 
el juicio expropiatorio se 
bifurca, Constitución me-
diante como vimos, en un 
sistema mixto o doble, se-
gún quién fuera el actor en 
el juicio expropiante.
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Si la Provincia de Santa Fe 
promueve el juicio, como vi-
mos, el Constituyente dispuso 
el entendimiento en instancia 
originaria de la Corte Supre-
ma de Justicia de la Provincia.

Si un Municipio o Comuna in-
tentan un juicio de expropia-
ción, en cambio, resultan com-
petentes para entender los 
jueces de Primera Instancia de 
Distrito en lo Civil y Comercial.

En lo que interesa a estas lí-
neas, es decir, en lo referido 
a la competencia exclusiva y 
excluyente del Máximo Tri-
bunal provincial, lo cierto es 
que el sistema competencial 
organizado supo hacerse de 
sus aciertos como así tam-
bién contar con sus falencias.

Para comenzar consideramos 
justo reconocer que la Corte 
Suprema de Justicia de la Pro-
vincia, al entender en compe-
tencia originaria, ha elaborado 
una sólida, fecunda, solvente, 
reiterada y encomiable juris-
prudencia en torno a la figu-

ra expropiatoria que ilumina 
el escenario hacia todos los 
operadores jurídicos que se 
acerquen al instituto de la ex-
propiación local. Entre tantos 
otros asuntos ha enseñado el 
Tribunal sobre la trascenden-
cia de notificar correctamente 
a los titulares registrales de 
los inmuebles a expropiarse3, 
sobre los avatares del asunto 
una vez que el Estado toma 
posesión del inmueble4 , sobre 
los requisitos necesarios para 
que sea viable un supuesto 
de expropiación inversa5, so-
bre caducidad de instancia 
en el proceso expropiatorio6, 
sobre costas en el marco de 
este singular proceso7, e in-
cluso sobre honorarios8. Sin 
perjuicio de ello, quizás su 
aporte más significativo haya 
sido la fecunda jurisprudencia 
existente acerca del modo de 
cuantificar la indemnización 
-capital e intereses9, así como 
las sentencias que han resal-
tado el valor probatorio del 
dictamen de la Comisión de 
Tasaciones a la hora de cuan-
tificar la indemnización, tanto 

como sus vicisitudes ante la 
ausencia de prueba pericial10.

Además, toda esa enjundiosa 
construcción jurisprudencial 
puede obtenerse con la sola 
lectura de la familia de fallos 
que el Máximo Órgano Judi-
cial ofrece en su sitio web, 
ordenada incluso por nomen-
cladores y vocablos que fa-
cilitan la búsqueda, todo lo 
cual traduce un acceso al ma-
terial sin cortapisas para el 
lector que, quizás, no hubiera 
conseguido con la misma fa-
cilidad si ese mismo material 
estuviera distribuido por las 
instancias ordinarias.

Por otra parte tampoco pode-
mos afirmar, así sin más, que 
por transitar ante un Superior 
Tribunal se haya colocado a 
las partes en estado de in-
defensión alguno, ni que los 
tiempos que insuma el juicio 
hayan desorbitado los alcan-
ces temporales de cualquier 
proceso, o, en definitiva, que 
el sólo tránsito por el Tribu-
nal haya significado violación 
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alguna a las garantías que 
abriga el derecho a una tutela 
judicial efectiva.

En este punto aparece opor-
tuno siempre recordar el in-
terés público que gobierna 
toda la noción expropiato-
ria11  que aconseja, en suma, 
dilucidar toda cuestión jurí-
dica en el menor tiempo po-
sible -cabe imaginar, v.gr., el 
interés primordial en lograr 
finalizar la represa para evi-
tar la inundación-. Frente a 
ello, la ausencia de medios 
de impugnación ordinarios 
supo traducir en la práctica 
una respuesta judicial acor-
de con las necesidades in-
mediatas que, por lo general, 
fundamentan la figura.

Por el contrario, los puntos 
débiles del sistema se desnu-
dan, justamente, en las críti-
cas naturales a toda instancia 
originaria y casi definitiva de 
resolución de conflictos, es 
decir, la carencia de una ape-
lación ordinaria, así como la 
circunstancia de que, incluso 

los recursos extraordinarios, 
sean resueltos por las mis-
mas personas que suscribie-
ron la sentencia primigenia.

También se avizora como 
perfectible la distancia geo-
gráfica del justiciable con el 
Tribunal (pues la Corte Supre-
ma, sabido es, tiene sus dos 
sedes en las ciudades de Ro-
sario y Santa Fe), tanto como 
el horizonte que puede sepa-
rar a quien resuelve la con-
troversia de la ubicación de 
los bienes inmuebles (cabe 
recordar que, considerando 
que la acción expropiatoria 
tiene carácter real12, siguien-
do el criterio habitual para 
este tipo de acciones13, el eje 
central de la distribución de 
competencia territorial en la 
materia expropiatoria pasa 
por permitir que, en princi-
pio, entienda el juez “del lu-
gar” donde se ubiquen los 
bienes expropiables14).

Tampoco podría aseverarse 
que el juicio resulte extraño o 
novedoso a las bajas instan-

cias a poco que se recuerde 
que, según la ley, la causa tra-
mita por el procedimiento su-
mario (36, ley 7534 Santa Fe)15.

Para terminar, un mismo fue-
ro competente superaría el 
sistema bifronte que exis-
te hoy, que hace depender 
en suma del sujeto activo la 
suerte del órgano que en-
tiende en el asunto -Corte 
Suprema cuando la Provincia 
es sujeto expropiante; Juz-
gados de Primera Instancia 
de Distrito en lo Civil y Co-
mercial cuando expropia una 
Comuna o un Municipio.

VI. La expropiación. Su 
naturaleza jurídica

Ahora bien, los proyectos 
de reforma constitucional 
apuntan a derogar la com-
petencia originaria de la Cor-
te Suprema en los juicios en 
que la Provincia sea sujeto 
expropiante y diferir a la le-
gislación, luego, la atribución 
concreta de competencia al 
órgano judicial que se esti-
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me pertinente.

Bajo tales coordenadas, en 
aras de contribuir a la op-
ción legal consideramos 
adecuado, de inicio, recor-
dar qué es una expropiación  
y, fundamentalmente, cuál 
es su naturaleza jurídica, en 
especial si se piensa en cavi-
lar al momento de preferir la 
competencia de jueces civi-
les y comerciales o de jueces 
especializados en lo conten-
cioso administrativo.

Sin pretensión de erudición 
cabe decir que la expropia-
ción es un procedimiento de 
derecho público, por el cual 
el Estado, obrando unilate-
ralmente, adquiere bienes de 
los particulares para el cum-
plimiento de un fin de utilidad 
pública y mediante el pago 
de una indemnización justa 
y previa16. Etimológicamente, 
expropiar proviene del latín 
“ex” que significa “poner fue-
ra”, y “propietas”, que signifi-
ca propiedad; o sea, sacar un 
bien del dominio de su titular 

para cumplir un fin de utili-
dad pública a que ese bien 
se destina mediante el acto 
expropiatorio17.

Es visto entonces como un 
medio de derecho público en 
virtud del cual el Estado, en-
tendido el concepto en sen-
tido genérico, logra que un 
bien sea transferido de un 
patrimonio a otro distinto, 
previa una justa indemniza-
ción, para que sea destinado 
al logro o satisfacción de una 
causa de utilidad pública18.

Se trata, en lo que importa aho-
ra a estas líneas, de un proce-
dimiento de derecho público.

Es que la expropiación, sea 
que se la enfoque como pro-
cedimiento, bien que se la 
considere como instituto ju-
rídico, es una relación de de-
recho público que nace de un 
poder jurídico que la Consti-
tución le otorga al Estado.

Por el contrario, su natura-
leza jurídica no radica, como 

antiguamente se pensó, ni 
en una compraventa forzosa 
atrapada por el derecho civil, 
ni en una institución mixta, 
con componentes de derecho 
privado por una parte y de 
derecho público por otra.

Tiene dicho la Corte Federal 
que la expropiación por causa 
de utilidad pública legalmente 
declarada origina una relación 
de derecho público, someti-
da a los principios propios de 
éste19, y que es regla constitu-
cional que la adquisición del 
dominio sobre el bien expro-
piado por el Estado se halla 
subordinada al pago de la in-
demnización previa, determi-
nada en la sentencia definitiva 
del juicio expropiatorio20.

Es decir, es una relación de 
derecho público nacida de 
una manifestación unilateral 
de la voluntad del Estado21 , 
circunstancia que aleja la idea 
de toda noción de contrato.

La consecuencia de que se 
trate de una relación jurídica de 

DOSSIER: La Reforma de la Constitución Provincial

109



derecho público es que se rige 
por las normas y principios de 
aquella rama del derecho y sub-
sidiariamente por los del dere-
cho común22, sólo y en la medi-
da en que resulten compatibles 
con los principios que rigen 
la institución expropiatoria23.

Luego, la relación expropia-
toria se constituye con la de-
claración de utilidad pública 
y se agota con el pago de la 
indemnización que se fije por 
acuerdo de partes o sentencia 
definitiva24  por manera que, 
no habiéndose perfecciona-
do la expropiación, el Estado 
conserva la potestad que le es 
propia en orden al manteni-
miento o no de la calificación 
de utilidad pública que sirvió 
de origen al proceso.

En suma, como un despren-
dimiento de su naturaleza ju-
rídica, se ha concluido que el 
Estado ejerce entonces al ex-
propiar por causa de utilidad 
pública un poder jurídico que 
le reconoce la Constitución.25

Todas estas consolidadas no-

ciones deben barajarse, en-
tendemos, a la hora de pen-
sar el fuero competente en 
caso de prosperar la Reforma 
Constitucional propuesta.

VII. La viabilidad del 
fuero contencioso 
administrativo

Se ha visto líneas atrás que 
las leyes más modernas sue-
len disponer el entendimien-
to en la demanda de expro-
piación del fuero contencioso 
administrativo.

Claro está que para lograr ello 
se precisaría en Santa Fe de 
modo inexorable de un fuero 
contencioso administrativo en 
sentido completo del término, 
es decir, en toda su extensión, 
o sea, de Juzgados de Primera 
Instancia en lo Contencioso 
Administrativo con Cámaras 
de Apelación con idéntica 
competencia, coyuntura hoy 
inexistente entre nosotros.

También es cierto que la Refor-
ma propone eliminar la com-

petencia originaria de la Corte 
Suprema en materia conten-
cioso administrativa lo cual, de 
prosperar, significaría una ver-
dadera revolución jurídica en 
el sistema de contralor de la 
Administración Pública santa-
fesina26, que permitiría aggior-
nar nuestro contencioso admi-
nistrativo a las tendencias más 
modernas que hace largo rato 
han superado el tradicional 
“juicio al acto” para convertir el 
proceso en un completo “juicio 
de pretensiones27”, que abar-
caría, claro está, a la preten-
sión expropiatoria.

En este contexto, considera-
mos que la opción por un cri-
terio “subjetivo” de reparto 
de competencias cuando el 
Estado es parte, es decir, de 
un diseño en el cual la pauta 
de asignación de competen-
cia a los órganos judiciales 
de lo contencioso adminis-
trativo dependa del sujeto 
interviniente (léase: siempre 
que el Estado o incluso un 
ente público  estatal o no es-
tatal en ejercicio de función 
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de expropiación se trata.

De prosperar el intento, que-
dará entonces en el amplio 
espectro de libertad del le-
gislador pergeñar una fuero 
especializado en el cual la 
expropiación encontraría su 
cauce ordinario como un re-
flejo inmediato de su natura-
leza pública o, como Procusto 
con su lecho30, moldear los 
fueros civiles y comerciales 
para intentar encontrar aquél 
que mejor se adapte a las par-
ticulares necesidades públi-
cas involucradas en la figura.

Cualquier opción legal deberá 
mantener en mente siempre que 
sin expropiación no hay gobierno 
posible, y que sin indemnización 
justa y previa no hay gobierno 
constitucional posible.

administrativa sea parte, la 
competencia será del fuero 
contencioso administrativo), 
como existe hoy en la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires28 y 
como ha sugerido la doctrina 
local29, podría convertirse en 
la válvula de cierre que cla-
rifique el laberinto en que se 
encuentra hoy el ciudadano a 
la hora de acertar con el ór-
gano competente cuando el 
Estado es parte y significaría, 
de reflejo, que la expropia-
ción descanse en las mentes 
más preparadas por su for-
mación para comprender un 
proceso que, en su esencia, 
luce nítidamente como públi-
co en miras al trascendental 
interés que lo circunda.

VIII. A modo de colofón

En conclusión, entendemos 
que en este aspecto los pro-
yectos de reforma no mere-
cen críticas pues no hacen 
sino adaptar el sistema san-
tafesino a la casi totalidad 
de los demás diseños insti-
tucionales vigentes, cuando 
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